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Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. Estima en consecuencia la Sala, como así lo consideró el a quo, que en este específico evento por parte de la UARIV se vulneraron los derechos fundamentales de la dignidad humana y mínimo vital, toda vez que a raíz de la situación de indefensión en la cual se encuentra el núcleo familiar de la señora CARMEN ADRIANA DELGADO por su condición de víctimas de desplazamiento forzado, se hacía necesario que por parte de la UARIV se priorizara la evaluación para la entrega de las ayudas humanitarias, las cuales se han visto truncadas al no contarse con la documentación de uno de los miembros de la familia, pero con ello se dejó de lado que existen otros -entre ellos otros dos menores de edad y una adulta discapacitada- a los que ya se les efectuó el proceso de identificación de carencias, sin que a la fecha hubieran recibido beneficio alguno, pese a su indudable urgencia. Así las cosas y al considerarse que la providencia adoptada por el funcionario a quo se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.
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Pereira,  quince (15) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                         Acta de Aprobación No 948
                                                           Hora: 11:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE -Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-, por la señora CARMEN ADRIANA DELGADO NARVÁEZ.

2.- DEMANDA 

Expresa la señora DELGADO NARVÁEZ que solicitó ayuda humanitaria y para arriendo a la UARIV a quienes envío un derecho de petición, pero le informan que no tiene los papeles en regla, sin entender el motivo de ello por cuanto  al acercarse a dichas oficinas se le indicó lo contrario, además es madre cabeza de familia, tiene tres hijos menores de edad, vela por el cuidado de una adulta mayor en condición de discapacidad y carece de trabajo, por lo cual requiere colaboración lo más pronto posible.

Pide en consecuencia se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital y de petición, para que se le dé respuesta a lo reclamado y se le agilicen los auxilios que necesita.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a diversos funcionarios de la UARIV -Director Regional, Director General,  y Director de Gestión Social y Humanitaria-, los cuales guardaron absoluto silencio, como así se plasmó en el cuerpo de la decisión, no obstante se observa que en julio 31 de 2017, esto es, con antelación a adoptarse la providencia de fondo en el presente asunto, se recibió contestación del Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria, sin que de ella se hubiera hecho alusión en el respectivo fallo.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en fallo de agosto 1° de 2017 y dentro del término constitucional, el a quo profirió sentencia donde tuteló los derechos fundamentales a la igualdad, dignidad humana y mínimo vital de la señora CARMEN ADRIANA DELGADO, y ordenó a la UARIV que dentro de los seis (6) días siguientes dispusiera lo necesario para evaluar si la accionante y su grupo familiar es beneficiario del pago de ayudas humanitarias  o de la indemnización administrativa, y en caso de ser merecedora, pagarlas en un plazo de 15 días hasta que se demuestre que la actora pueda subsistir por sus propios medios. Así mismo negó el amparo del derecho de petición, toda vez que la entidad ya dio respuesta.

4.- IMPUGNACIÓN

El Director de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV, Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, informa lo siguiente: (i) para  que una persona pueda acceder a las medidas previstas en la Ley 1448 de 2011, debe estar incluida en el Registro Único de Víctimas -RUV-, situación que cumple la señora CARMEN ADRIANA DELGADO NARVÁEZ; (ii) la solicitud de entrega de ayuda humanitaria elevada por la actora se resolvió mediante radicado N° 201772020305441 de julio 28 de 2017; (iii) la ayuda humanitaria solo será otorgada una vez adelantado el procedimiento administrativo denominado “identificación de carencias”, cuya finalidad es corroborar las necesidades de las víctimas y sus hogares; (iv) al revisar el RUV se evidenció que en el caso de DAYRA DAYANA BUENO DELGADO, quien figura como miembro del núcleo familiar de la actora, es indispensable cotejar su fecha de nacimiento y documento de identificación, al formar parte de un hogar más actualizado que la UARIV no tuvo en cuenta para llevar su proceso de evaluación de carencias; (v) es imperiosa la información que la accionante les pueda proveer frente a los datos de identificación del núcleo para establecer la viabilidad o no de entregar los componentes de atención humanitaria; (vi) con la respuesta dada a la actora, es innegable la existencia de un hecho superado y pide en consecuencia se revoque la decisión adoptada y se nieguen las pretensiones de la tutela.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparó los derechos fundamentales de la señora CARMEN ADRIANA DELGADO. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, la señora CARMEN ADRIANA DELGADO NARVÁEZ concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr no solo el amparo  del derecho fundamental de petición que estima vulnerado por la UARIV, al no haber dado respuesta de fondo a la solicitud elevada en junio 23 de 2017, sino además que se le brinde la ayuda humanitaria, por la condición de desplazamiento que tanto ella como su núcleo familiar padece, sin que a la fecha se le hubiera atendido al respecto.

Precisamente, el funcionario de primer nivel, luego del análisis pertinente, consideró que en efecto por parte de la UARIV se le vulneraron los derechos fundamentales a la actora, toda vez que pese a haber sido reconocida como desplazada por la violencia, hacer parte del Registro Único de Víctimas, a la fecha no se le ha otorgado ayuda humanitaria para atender sus necesidades, máxime que el Plan de Atención, Asistencia y Reparación Integral -PAARI- ya le fue realizado y por ende la entidad conoce la situación de vulnerabilidad del núcleo familiar de la actora.

Ahora bien, es claro, como así lo dijo el a quo, que en este asunto no se aprecia vulneración al derecho fundamental de petición, ya que la UARIV le respondió a la actora su reclamo para la entrega de ayuda humanitaria, donde se le indica que con antelación a ello debe obtener información actualizada en relación con la conformación de su hogar.

Ello es así, en sentir de la UARIV, por cuanto al momento de formular el PAARI en septiembre 14 de 2016 se evidenciaron unas novedades en el RUV relacionada con la identificación de la menor DAYRA DAYANA BUENO DELGADO, ante lo cual se le comunicó a la señora CARMEN ADRIANA DELGADO que contaba con 30 días para allegar los soportes pertinentes. Pero al respecto lo que señala la accionante es que “todo está en regla” como así se le manifestó al hacer presencia en las instalaciones de la UARIV en esta ciudad, situación que no fue infirmada por la demandada.

No obstante que podría pensarse que la actora debía agotar la vía ordinaria para efectuar el reclamo que ahora hace en sede de tutela, debe indicarse que la jurisprudencia constitucional
 ha admitido su procedencia excepcional  cuando quienes la ejercen son personas que se encuentran reconocidas como víctimas del desplazamiento forzado, toda vez que las condiciones de vulnerabilidad e indefensión en las cuales se hallan, al haber tenido que abandonar su vivienda y vida económica para salvar su vida, hacen que exigir el agotamiento previo de la vía ordinaria se vuelva una imposición gravosa para su situación, siendo en consecuencia la tutela el mecanismo más apropiado para la protección eficiente de las garantías fundamentales de quienes padecen el flagelo del desplazamiento forzado, ya que para contrarrestarlo son necesarias acciones urgentes por parte de las autoridades dirigidas a satisfacer sus carencias más apremiantes.
La Corte Constitucional, desde la sentencia T-025 de 2004
, ha sostenido reiteradamente que “las personas en situación de desplazamiento, y en general todas las víctimas del conflicto armado, son sujetos de especial protección constitucional. La violación constante de sus derechos lleva a que estas personas se encuentren en una situación de especial vulnerabilidad, por lo que requieren de la asistencia del Estado en su conjunto. Esa ayuda debe estar encaminada no sólo al apoyo necesario para garantizar la subsistencia de las víctimas, sino también a la estructuración de proyectos que promuevan el desarrollo de esas personas en la sociedad, del mismo modo se debe buscar garantizar el derecho de retorno de la población en situación de desplazamiento en un ambiente de paz y seguridad”.

Igualmente, ha pregonado la Alta Corporación que: ”La atención que se brinda a las personas desplazadas debe estar enfocada a ofrecer un apoyo de carácter integral. En efecto, en concordancia con las leyes que regulan la materia y demás normas que las reglamentan, la ayuda humanitaria se crea con la finalidad de socorrer, asistir y proteger a la población desplazada y de auxiliarla para superar la situación de vulnerabilidad en la que se encuentra. Por ello, como lo ha señalado esta Corporación, dicha ayuda debe ser vista como un derecho fundamental en cabeza de las víctimas del desplazamiento.
 Conforme a lo anterior, este Tribunal ha identificado las siguientes características de la atención humanitaria: “(i) protege la subsistencia mínima de la población desplazada; (ii) es considerada un derecho fundamental; (iii) es una asistencia de emergencia; y (iv) es inmediata, urgente, oportuna y temporal
”.

Es un hecho cierto que la señora DELGADO NARVÁEZ y su núcleo familiar son sujetos de especial protección, por cuanto los mismos fueron víctimas de desplazamiento forzado y actualmente se encuentran incluidos en el Registro Único de Víctimas. No obstante ello, como así lo informa la accionante, por parte de la UARIV no se le han brindado las ayudas que requiere por su condición de desarraigo, pese a tener a su cargo tres menores de edad y un adulto en situación de discapacidad.
Aunque la UARIV alude que debe adelantarse todo el procedimiento de “medición de carencias” para establecer las necesidades de las víctimas y sus hogares, es evidente que en el presente asunto ello ya tuvo ocurrencia, pues véase que desde hace aproximadamente un año se realizó el PAARI y en la misma se plasmó que DAYRA DEYANIRA BUENO DELGADO y la señora CARMEN ADRIANA DELGADO NARVÁEZ requieren “acceso a programas regulares de alimentación”. Y si bien al parecer para ese momento se requería corroborar con claridad la identificación de DAYRA DEYANIRA BUENO, ha sido enfática la actora al indicar que la documentación exigida está en regla, sin que tal circunstancia hubiera sido desvirtuada por la entidad accionada.
Estima en consecuencia la Sala, como así lo consideró el a quo, que en este específico evento por parte de la UARIV se vulneraron los derechos fundamentales de la dignidad humana y mínimo vital, toda vez que a raíz de la situación de indefensión en la cual se encuentra el núcleo familiar de la señora CARMEN ADRIANA DELGADO por su condición de víctimas de desplazamiento forzado, se hacía necesario que por parte de la UARIV se priorizara la evaluación para la entrega de las ayudas humanitarias, las cuales se han visto truncadas al no contarse con la documentación de uno de los miembros de la familia, pero con ello se dejó de lado que existen otros -entre ellos otros dos menores de edad y una adulta discapacitada- a los que ya se les efectuó el proceso de identificación de carencias, sin que a la fecha hubieran recibido beneficio alguno, pese a su indudable urgencia.
Así las cosas y al considerarse que la providencia adoptada por el funcionario a quo se encuentra ajustada a derecho, se procederá a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida en agosto 1° de 2017 dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-832/14.


� Reiterada en sentencia T-293 de 2015


� Véanse, entre otras, las Sentencias T-025 de 2004, T-496 de 2008 y T-869 de 2008. Precisamente, en esta última sentencia se señaló que: “Sobre la entrega de la ayuda humanitaria, esta Corporación ha indicado que dicha ayuda hace parte del catálogo de derechos básicos de la población desplazada, constituyendo una manifestación del derecho fundamental al mínimo vital, ya que el fin constitucional que persigue dicha actividad es brindar aquellos mínimos necesarios para apaciguar las necesidades más apremiantes de la población desplazada. Sobre el alcance del concepto de la asistencia humanitaria la Corte ha establecido lo siguiente: “El principio 18 de los Principios del Desplazamiento Forzado Interno precisa el alcance de la asistencia humanitaria. Sobre este Principio, el anexo 3 de la sentencia T-025/04 indicó: Al respecto la Corte señaló: “El derecho a una subsistencia mínima como expresión del derecho fundamental al mínimo vital, según está precisado en el Principio 18, lo cual significa que “las autoridades competentes deben proveer a las personas desplazadas, así como asegurar el acceso seguro de las mismas, (a) alimentos esenciales y agua potable, (b) alojamiento y vivienda básicos, (c) vestidos apropiados, y (d) servicios médicos y sanitarios esenciales.” (…) También se dispone que las autoridades deberán realizar esfuerzos especiales para garantizar la participación plena de las mujeres en condición de desplazamiento en la planeación y la distribución de estas prestaciones básicas. Este derecho debe leerse también a la luz de lo dispuesto en los Principios 24 a 27 reseñados en el Anexo 3, ya que es a través de la provisión de asistencia humanitaria que las autoridades satisfacen este deber mínimo en relación con la subsistencia digna de los desplazados. Esta asistencia humanitaria se refiere tanto a la ayuda humanitaria de emergencia, que se presta al producirse el desplazamiento, como a los componentes de asistencia mínima durante las etapas de restablecimiento económico y de retorno”.


� Sentencia T-888 de 2013, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.


�Sentencia T-066 de 2017.
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